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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210002100 

 
Bogotá D.C., a tres (3) días del mes de febrero del 2021 

 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por OSWALDO ANTONIO MERCADO 
PEDRAZA, identificado con la C.C. N° 73.128.131 y T.P. No. 326.831 (Agente Oficioso de 
la señora CARMEN MANREN MORALES PINTO, identificada con C.C. 45.426.165), 
contra la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- DIRECCIÓN 
GENERAL DE SANIDAD-DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL-HOSPITAL 
NAVAL DE CARTAGENA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de 
petición. 

I. ANTECEDENTES  
 
El agente oficioso de la accionante manifiesta que el 29 de junio de 2020, falleció el señor 
José de los Santos Morales Pinto (Q.E.P.D.), identificado con la C.C. N° 885.979, 
pensionado del Ministerio de Defensa Nacional; su hija Carmen Manren Morales Pinto, 
era su beneficiaria, quien padece epilepsia y síndromes epilépticos sintomáticos 
relacionados con localizaciones, esto es, focales y parciales, así como crisis convulsivas 
desde los 15 años de edad; el 13 de agosto de 2020, el señor Manuel Morales Pinto, 
hermano de la actora, a favor de ésta, solicitó copia de su historia clínica, con el fin de 
iniciar trámite de  sustitución pensional y pensión de sobrevivientes de hija invalida a 
favor de su hermana; el 19 de agosto de 2020 el Hospital Naval de Cartagena, le remitió 
la historia clínica de su hermana a su correo electrónico; el 14 de septiembre de 2020, 
nuevamente el hermano de la demandante radicó petición al Hospital citado, solicitando 
certificado médico para la accionante, a lo que se le dio contestación mediante oficio No. 
3499; el 01 de octubre de 2020, solicitó al Hospital Naval de Cartagena certificado de 
calificación de invalidez para su hermana Carmen Morales Pinto, petición que fue 
contestada mediante oficio N° 3688; el 30 de octubre de 2020, radicó petición solicitando 
se programara Junta Médica Laboral  a la señora Carmen Morales Pinto, por lo que el 06 
de noviembre de esa anualidad, allegaron en físico al Hospital Naval, los documentos y 
requisitos exigidos para la evaluación y calificación de invalidez de la aquí demandante. 
Indica que el 20 de noviembre 2020 enviaron los oficios 4162-19_11_2020 y 4165-
19_11_2020 siendo recibidos a satisfacción. 
 
Señala que el 10 de diciembre de 2020, la señora Carmen Morales Pinto fue llevada por 
su hermano Manuel Morales Pinto, al Hospital Naval de Cartagena por encontrarse con 
dolor en la cadera, sin recibir atención, dado que se encontraba inactiva, no obstante, le 
asignaron consulta informal en la que le prescribieron unas medicinas, las que no le 
fueron entregadas en el Dispensario Naval de Blas de Lezo por encontrarse inactiva; el 22 
de diciembre de 2020, les comunican mediante oficio N° 4420 del 16 de diciembre de esa 
data, que la competencia para pronunciarse sobre la activación del servicio médico de 
Morales Pinto, era de la Dirección General de Sanidad Militar. Por ello, el 27 de diciembre 
de 2020, el señor Manuel Morales, visitó el Hospital Naval a efecto de consultar si ya se 
había activado el servicio médico a su hermana, donde le informaron que debía ir a la 
oficina laboral, donde también le indicaron que esa situación la solucionaba el Ministerio 
de Defensa en Bogotá.  
 
Aduce que la señora Carmen Morales, es adulta mayor de 67 años, sin embargo a la fecha 
no está activada por la Dirección General de Sanidad Militar –DGSM para poder 
continuar la solicitud pensional y pensión de sobrevivientes de hija invalida; en la 
actualidad, no puede acceder al servicio de salud, ni obtener medicinas, tampoco la 
evaluación, ni calificación de invalidez por encontrarse inactiva, aunado a lo anterior, se 
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encuentra en una difícil situación económica, no tiene hijos, es soltera y no cuenta con 
recursos económicos que le permitan satisfacer su subsistencia. 
 

II. SOLICITUD 
 
Carmen Manren Morales Pinto, solicita se tutelen sus derechos fundamentales de 
seguridad social y salud; en consecuencia, se ordene a Nación-Ministerio de Defensa-
Dirección General de Sanidad Militar-DGSM, en primer lugar, proceder inmediatamente 
a activar en la base de datos a la señora Carmen Manren Morales Pinto, para que pueda 
continuar su trámite de solicitud de pensión de hija sobreviviente invalida, le presten en 
el Hospital Naval de Cartagena los servicios de salud que requiera y le entreguen las 
medicinas que formulen los médicos. En segundo lugar, ordenar a esa Dirección de 
Sanidad, proceder a realizar con prontitud la evaluación y calificación de invalidez a la 
señora Carmen Morales Pinto, a través de la Junta de Calificación de Invalidez de las 
Fuerzas Militares. 

 
III. ACTUACIÓN PROCESAL 

 
Repartida la tutela el 21 de enero del 2021 y recibida en este Juzgado, se admitió 
mediante providencia del 22 de enero de la misma fecha, ordenando notificar a la Nación-
Ministerio de Defensa Nacional- Dirección General de Sanidad Militar -DGSM, 
concediéndole el término de veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre la tutela de 
referencia.  

 
IV. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 

 
El Director General de Sanidad Militar, manifestó que el Subsistema de Salud de las 
Fuerzas Militares corresponde a un Régimen Especial de Salud que se encuentra 
excepcionado de la aplicación de las disposiciones establecidas en la Ley 100 de 1993, de 
conformidad con el artículo 279 de la misma norma; la normatividad que rige al 
Subsistema de Salud de la Fuerzas Militares, se encuentra establecida entre otras 
disposiciones, la Ley 352 de 1997 y el Decreto Ley 1795 del 14 de septiembre de 2000. 
 
Indica que el Grupo de Gestión de la Afiliación (GRUGA), informó que una vez revisada 
la Base de Datos de Afiliados al Subsistema de Salud Fuerzas Militares, se encontró 
registro de afiliación de la señora Carmen Morales Pinto con estado INACTIVO desde el 
01 de octubre de 2020, por falta de aportes, por ello, en cumplimiento del artículo 22 de 
la Resolución 1651 de 2019, se le aplicó el periodo de protección médica por tres (3) meses 
a partir de la fecha de fallecimiento del señor José de los Santos Morales Vásquez C.C. 
885.979, los cuales culminaron el día 29 de septiembre de 2020, aclarando que desde de 
fallecimiento no se puede registrar y/o activar beneficiarios. Así las cosas, desde el 
fallecimiento del señor José de los Santos Pinto, corresponden a la accionante y a la 
Dirección de Sanidad Naval, adelantar las gestiones tendientes a definir el 
reconocimiento de la prestación solicitada.  
 
Infiere que de conformidad con lo manifestado que la demandante estuvo en estado activo 
en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, por más de tres meses desde el 
fallecimiento del cotizante, esto es, 29 de junio de 2020, por lo que considera que la 
Dirección General de Sanidad Militar no actuó con negligencia o desidia frente a la 
afiliación de la agenciada, por el contrario garantizó la afiliación un tiempo incluso 
prologando a las disposiciones legales;  para la fecha de los hechos objeto de la presente 
acción constitucional, la señora Morales no contaba con la calidad de afiliada, toda vez 
que no le ha sido reconocida hasta la fecha inclusive beneficiaria de pensión por invalidez, 
por lo cual mal podría endilgársele responsabilidad alguna al Subsistema de Salud de las 
Fuerzas Militares. Realiza unas precisiones de índole legal que debe tener en cuenta la 
agenciada, para que pueda ser activada como afiliada en el Subsistema de  Salud de las 
Fuerzas Militares, entr e ellas, indica que debe cumplir con lo dispuesto en el Decreto 
4433 de 2004, para el reconocimiento de sustitución de pensión, toda vez que del 
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reconocimiento de ésta prestación depende el aporte obligatorio en salud al Subsistema 
de Salud Fuerzas Militares establecido por el Artículo 32 de la Ley 352 de 1997 en 
concordancia con el artículo 36 del Decreto Ley 1795 de 2000, por lo tanto, el derecho a 
pertenecer al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares. Asimismo, indica que los 
trámites correspondientes para el reconocimiento y pago de sustitución de pensión debe 
realizarse ante el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, 
ubicado en la carrera 13 No.27-00, locales 12 y 13 Edificio Bochica del Centro 
Internacional Tequendama de la ciudad de Bogotá o a través del correo electrónico 
presocialesmdn@mindefensa.gov.co. 
 
Con fundamento en lo anterior, informa que una vez el Grupo de Prestaciones Sociales 
del Ministerio de Defensa Nacional, realice el reconocimiento de la pensión y aportes a 
este Subsistema, se procederá a través del Grupo de Gestión de la Afiliación de esta 
Dirección General de Sanidad Militar a la afiliación y cambio de categoría beneficiaria a 
titular a la agenciada en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares. 
 
Frente a la solicitud de realización de Evaluación y Calificación de Invalidez, manifiesta 
que entidad encargada de ello, es la Dirección de Sanidad Naval, a través de los 
Establecimientos de Sanidad Militar, en este caso, el Hospital Naval de Cartagena, en 
virtud del artículo 14 de la Ley 352 de 1997, el cual transcribe. 
 
Por lo anteriormente expuesto, solicita desvincular a la Dirección General de Sanidad 
Militar del presente trámite constitucional, por carecer de competencia legal, así como la 
vinculación al contradictorio a la Dirección de Sanidad Naval y al Grupo de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa Nacional. 
 

V. CONSIDERACIONES 
-COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1983 de 2017 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que 

se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 

repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría…”…”, como sucede en este caso. 

 
-PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la Nación-Ministerio de Defensa-Dirección General de Sanidad 
Militar-DGSM, han vulnerado los derechos fundamentales a la Seguridad Social y Salud 
de la señora Carmen Manren Morales Pinto. 
 
 PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 
 

1. De la Acción de Tutela y requisitos Generales de la Procedencia. 
 
La Corte Constitucional ha señalado entre otras decisiones en la sentencia T- 500 de 
2019, en cuanto a acción de tutela y sus requisitos generales de procedencia, lo siguiente: 
 

2.3.1 De conformidad con el artículo 86 Superior1 la acción de tutela es un instrumento 
judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos se vean 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, 
excepcionalmente, de un particular. Se trata de un procedimiento preferente y sumario y, se 
caracteriza por ser subsidiaria y residual, lo cual implica que será procedente cuando: (i) el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial; (ii) de existir, no resulta eficaz o idóneo 
en virtud de las circunstancias del caso concreto, como las condiciones personales de 
vulnerabilidad del afectado o, (iii) el amparo constitucional se presente de manera transitoria 
para evitar un perjuicio irremediable.  

                                                           
1 Reglamentado por el Decreto Ley 2591 de 1991. 

mailto:presocialesmdn@mindefensa.gov.co
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2.3.2 Sobre el desarrollo normativo de la referida acción, la Corte constitucional ha precisado 
que si bien se trata de un trámite informal, el mismo requiere del cumplimiento de los siguientes 
requisitos mínimos generales que determinen su procedencia: (i) legitimación por activa; (ii) 
legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente afectación actual de 

un derecho fundamental (inmediatez). (Citas incluidas en el texto original) 
 

En cuanto al requisito de subsidiariedad La Corte Constitucional, en la referida sentencia, 
explicó: 

 
2.3.4. Subsidiariedad: La acción de tutela constituida como un mecanismo de protección de 
derechos constitucionales fundamentales, solo procede cuando el afectado: (i) no disponga de 
otro medio de defensa judicial, (ii) exista pero no sea idóneo o eficaz a la luz de las circunstancias 
del caso concreto2 o, (iii) se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
 
2.3.4.1. En lo que respecta a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Alto Tribunal 
Constitucional ha advertido que este configura cuando se está ante un daño: “… (a) Cierto e 
inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 
razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que 
lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, 
en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 
consume un daño antijurídico en forma irreparable”.3 
 
2.3.4.2. En Sentencia SU-691 de 2017, la Corte indicó algunos criterios que debe tener en cuenta 
el juez de tutela para comprobar la inminencia de un perjuicio irremediable, tales como: (i) la 
edad de la persona; (ii) el estado de salud del solicitante y su familia; y (iii) las condiciones 
económicas del peticionario o de las personas obligadas a acudir a su auxilio; para lo cual, el 
interesado tiene el deber desplegar cierta actividad procesal administrativa mínima que 
demuestre su condición. (…)”. (Citas incluidas en el texto original) 

 

2.- Procedencia de la acción de tutela para reclamar la protección del 
derecho a la salud de las personas de la tercera edad. Reiteración de la 
jurisprudencia 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, la 
salud y la seguridad social se encuentran previstos como derechos y, a la vez como 
servicios públicos irrenunciables, cuya organización, dirección y prestación corresponde 
al Estado, de acuerdo con los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al 
respecto, la Corte Constitucional en reiterados pronunciamientos, entre ellos, la 
Sentencia T-296/16 se ha referido al derecho que le asiste a las personas de la tercera, en 
los siguientes términos: 
 

“Posteriormente, con la expedición de la Ley Estatutaria de Salud 1751 de 2015 se desplegó en la legislación el 
reconocimiento del carácter fundamental del derecho a la salud y se destacó la obligación del Estado frente a 
él, consistente en garantizar a todas las personas en el territorio nacional la prestación de aquel servicio en 
igualdad de oportunidades, especialmente, en lo referente a los adultos mayores, pues dispuso que no se les 
puede limitar la atención en salud, por cuestiones de naturaleza administrativa o económica. 
 
Al respecto, este Tribunal ha señalado que los adultos mayores son sujetos de especial protección y en razón 
de su situación de indefensión el Estado es el encargado de proteger y garantizar su derecho a la salud de 
manera integral. Por consiguiente, el derecho aducido por el demandante es de raigambre fundamental y en 
consecuencia, susceptible de estudio por medio del mecanismo de tutela”. 
 

3.- Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares. Reiteración de la 
jurisprudencia. 
 
En ejercicio de sus funciones constitucionales el Congreso de la República determinó el 
régimen especial prestacional de las Fuerzas Militares. 
 
                                                           
2 En este evento, corresponde al juez de tutela evaluar y determinar si el proceso ordinario otorga una protección 
integral y, en este sentido, “resuelve el conflicto en toda su dimensión”; para ello, se debe analizar en cada caso concreto: 
(i) las características del procedimiento; (ii) las circunstancias del peticionario y (iii) el derecho fundamental 
involucrado. 
3 Sentencia T-052 de 2018. 
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En tal virtud la Sentencia T-296/16 la Coreo Constitucional, explicó: 
 

“De conformidad con lo previsto en el artículo 217 superior, el Congreso de la República se encuentra 
autorizado para determinar el régimen especial prestacional de las Fuerzas Militares. En virtud de ello, el 
artículo 279 de la Ley 100 de 1993, excluyó del ámbito de aplicación del Sistema Integral de Seguridad Social 
a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, entre otros. 
 
Acorde con lo anterior, se expidió la Ley 352 de 1997 mediante la cual se reguló de manera específica el 
régimen de salud de las Fuerzas Militares y se contempla como “afiliados sometidos a ese régimen” al 
personal pensionado del Ministerio de Defensa. Posteriormente, con el Decreto Ley 1795 de 2000, se 
estructuró el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, y se reiteró que las personas 
que gocen de asignación de retiro, ostentan la calidad de afiliados sometidos a dicho régimen 
de cotización. (Negrillas fuera de texto) 

 
CASO CONCRETO 

 
En el caso bajo estudio,  se tiene que la señora Carmen Manren Morales Pinto, solicita a 
través de su agente oficioso que se tutelen sus derechos fundamentales a la Seguridad 
Social y a la Salud, por consiguiente, se ordene a la Dirección General de Sanidad Militar 
–DGSM, proceda inmediatamente a activarla en la Base de Datos, de tal manera que 
pueda continuar su trámite de solicitud de pensión de hija sobreviviente invalida; 
asimismo, le sean prestados los servicios de salud que requiere en el Hospital Naval de 
Cartagena y entregados los medicamentos que le formulen los médicos tratantes. 
Igualmente, se ordene a la Dirección de Sanidad Militar, realizarle con prontitud la 
evaluación y calificación de invalidez, a través de la Junta de Calificación de Invalidez de 
las Fuerzas Militares. 
 
Siendo ello así, el Juzgado de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, 
procede a verificar que la acción de tutela satisfaga los requisitos generales para su 
procedencia, es decir, legitimación en la causa por activa y pasiva, la subsidiariedad y la 
inmediatez, así: 
 
Legitimación por activa: La señora Carmen Manren Morales Pinto actúa a través de 
agente oficioso, a quien se requirió para que acreditara las circunstancias físicas o 
mentales que le impiden a la accionante actuar directamente en el presente trámite 
constitucional, en cumplimiento del requerimiento efectuado, aportó la historia clínica 
de la demandante, en la que se evidencia que es una paciente diagnosticada con  epilepsia 
de difícil control, trastorno de ansiedad, hipertensión arterial, padece crisis convulsivas 
de difícil control a pesar de la politerapia práctica, además, da cuenta que era beneficiaria 
de pensionado y cuenta con 67 años de edad, motivos que la hacen titular de los derechos 
invocados, razón por la cual, quien actúa como agente oficio se encuentra legitimado para 
promover la acción de tutela a nombre de la accionante (C.P. art. 86º, Decreto 2591/91 
art. 1º y art. 10°). 
 
Legitimaciones por pasiva. El artículo 5º del Decreto 2591 de 1991, establece que la 
acción de tutela procede contra toda acción u omisión de una autoridad pública que haya 
violado, viole o amenace un derecho fundamental,  en el caso concreto, la Dirección de 
Sanidad de las Fuerzas Militares es una autoridad pública, se encarga de administrar los 
recursos del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares e implementar las políticas, 
planes y programas que adopte el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de 
la Policía Nacional, y el Comité de Salud de las Fuerzas Militares, acorde con el artículo 
13 del Decreto 1795 de 2000 y la entidad de quien se predica la vulneración alegada por 
la demandante, por consiguiente, se entiende acreditado este requisito de procedencia. 
 
Inmediatez. Este requisito impone la carga al demandante de interponer la acción de 
tutela en un término prudente y razonable respecto del hecho o la conducta que causa la 
vulneración de derechos fundamentales. En el caso bajo estudio, se encuentra acreditada 
esta exigencia, toda vez que la accionante radicó la tutela el 21 de enero de 2021, es decir, 
dentro del mes siguiente al acto que generó la presunta vulneración de los derechos 
invocados, toda vez que el 10 de diciembre de 2020 le informaron en el Hospital Naval de 
Cartagena que no le podían prestar servicios médicos debido a que no se encontraba 
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activa su afiliación en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, término que se 
considera prudente y razonable para reclamar la protección de los derechos invocados.   
  
Subsidiariedad. El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 establece que la acción 
de tutela sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo en los casos en que sea interpuesta como mecanismo transitorio para evitar la 
configuración de un perjuicio irremediable. De igual forma, se ha aceptado la procedencia 
del amparo de tutela en aquellas situaciones en las que existiendo recursos judiciales, los 
mismos no sean idóneos para evitar la vulneración del derecho constitucional 
fundamental. 
 
Al analizar en concreto las especiales circunstancias de vulnerabilidad de Carmen Manren 
Morales Pinto consistentes en: (i) su condición de sujeto de especial protección, en razón 
a sus 67 años de edad, (ii) su estado de salud, pues, padece de epilepsia de difícil control, 
hipertensión arterial, trastornos de ansiedad y (iii) el hecho de encontrarse actualmente 
tratamiento médico para tratar la persistencia de crisis por lo que se le solicitó EEG. el 
cual tiene pendiente por realizar y requiere reformulación conforme se evidencia en su 
historia clínica, adicionalmente, se encuentra pendiente de evaluación y calificación de 
invalidez por parte de la Junta Médico-Laboral, dichas circunstancias permiten concluir 
que el medio de control de Acción de nulidad y restablecimiento del derecho, carecería de 
idoneidad para desatar la discusión planteada, pues de obligarse a la actora a que adelante 
otros trámites, sin haberse dispuesto su continuidad en el servicio médico, vulnera su 
derecho fundamental a la salud; además, por a su avanzada edad y estado de salud se debe 
tener en cuenta que es un trámite que podría durar un tiempo considerable, por lo que 
resulta procedente la acción de tutela,  en aras de definir el conflicto que se ha planteado 
en cuanto a la activación de la demandante en el servicio de salud de la accionada. 
 
Así las cosas, lo primero que se debe advertir es que el régimen en materia de salud de las 
Fuerzas Militares se encuentra compuesto por el Subsistema de Salud de las Fuerzas 
Militares –SSFM– y el Subsistema de Salud de la Policía Nacional –SSPN–, 
administrados por la Dirección de Sanidad de cada institución, de acuerdo con la Ley, 
regulados por la Ley 352 de 1997 y el Decreto 1795 de 2000; normas que señalan con 
precisión las personas beneficiarias de ese Subsistema, y sobre el cual la Corte 
Constitucional en Sentencia T- 258/19, señaló: 

  
“Los afiliados sometidos al régimen de cotización que son: (a) los miembros de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional en servicio activo o que gocen de asignación de retiro o 
pensión, (b) los soldados voluntarios, (c) los servidores públicos y los pensionados de las 
entidades Descentralizadas adscritas o vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional, el 
personal civil activo o pensionado del Ministerio de Defensa Nacional y el personal no 
uniformado activo y pensionado de la Policía Nacional; y (d) los beneficiarios de una pensión 
por muerte o de asignación de retiro, según sea el caso, del personal previamente señalado. 
  
Los afiliados no sometidos al régimen de cotización del cual hacen parte (a) los alumnos de las 
escuelas de formación de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional y los alumnos del nivel ejecutivo de la Policía Nacional; y (b) las personas que se 
encuentren prestando el servicio militar obligatorio. 

 
Así mismo, establece que serán beneficiarios del primer grupo de afiliados: 
 
(…) 
  
c) Los hijos mayores de 18 años con invalidez absoluta y permanente, que 
dependan económicamente del afiliado y cuyo diagnóstico se haya establecido 
dentro del límite de edad de cobertura. (Subrayas y negrillas fuera de texto). 
  
(…). 

 
La Corte Constitucional aclaró que si bien, del contenido de las normas que regulan el Sistema 
de Salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, se entiende que las personas 
desvinculadas del servicio y que no pueden acceder a la pensión de invalidez no tienen derecho 
a recibir atención médica, lo cierto es que la Dirección de Sanidad debe seguir prestando este 
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servicio a las personas que, a pesar de no tener un vínculo jurídico-formal con la institución, 
sufrieron un menoscabo en  su integridad física o mental durante la prestación del servicio. 
 
En este sentido, la aplicación del Decreto 1795 de 2000 no es absoluta, pues al Sistema 
Prestacional de las Fuerzas Militares y de Policía Nacional le surge “la obligación de continuar 
prestando los servicios de salud cuando la persona deja de estar en servicio activo y no goza de 
asignación de retiro ni de pensión hasta cuando sea necesario. 
 
El Sistema de Seguridad Social en salud, tanto en el régimen general como en los especiales, se 
encuentra orientado por los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, pues lo que “se 
pretende es permitir que todos los habitantes del territorio nacional tengan acceso a los servicios 
de salud en condiciones dignas, lo que se enmarca dentro de los principios de universalidad y 
progresividad, propios de la ejecución de los llamados derechos prestacionales, dentro de los 

cuales se encuentra el derecho a la salud”4  
 
De acuerdo con lo expuesto, son beneficiarios del Sistema de Seguridad Social en Salud de las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional el personal activo, el retirado que goce de asignación de 
retiro o pensión, los afiliados, en calidad de beneficiarios, y, de forma excepcional, las personas 
que pese haber sido desvinculadas de la institución, sufrieron una afectación en la salud y 
necesitan continuar con la atención médica”.  

 
Descendiendo al caso bajo estudio, se evidencia que a la señora Morales Pinto, se le 
suspendió su activación en el Subsistema de Salud de la Fuerzas Militares a partir del 01 
de octubre de 2020 por falta de aportes, al ser beneficiaria de su padre quien era 
pensionado del Ministerio de Defensa y falleció, y si bien por este hecho de conformidad 
con lo dispuesto en el Decreto 1795 de 2000, no sería beneficiaria del Sistema de 
Seguridad Social en Salud de las Fuerza Militares y la Policía Nacional, el Juzgado no 
puede perder de vista, que la accionante cuenta con 67 años de edad y padece de epilepsia 
de difícil control, hipertensión arterial, trastornos de ansiedad, entre otros, por lo que es 
fundamental que continúe recibiendo los tratamiento que determinen sus médicos 
tratantes, tota vez que la jurisprudencia constitucional ha determinado que la atención en 
salud de los miembros de la fuerza pública y sus beneficiarios debe extenderse aunque no 
se encuentren en servicio activo, dado que el servicio debe ser garantizado de manera 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, tal y como lo indicó en la sentencia 
T-807 de 2012 al concluir que la continuidad en la prestación de los servicios de salud 
comprende el derecho de los ciudadanos a no ser víctimas de interrupciones o 
suspensiones en la prestación de los tratamientos médicos, suministro de medicamentos 
y aparatos ortopédicos que se requieran, según las prescripciones médicas y las 
condiciones físicas o psíquicas del usuario, sin justificación válida, en ese sentido,  la Corte 
determinó  que la continuidad del servicio de salud se encuentra supeditado a la necesidad 
de la prestación por el tiempo que resulte necesario, con el objeto de no vulnerar los 
derechos fundamentales. 
 
Por lo anterior, para el caso bajo estudio como los padecimiento de la señora Morales 
Pinto, menoscaban su salud y vida en condiciones dignas, es necesario que continúe con 
la prestación de servicios que venía recibiendo por parte de la entidad antes del 
fallecimiento de su padre, en consecuencia, se accederá a lo solicitado por la demandante, 
en relación con la activación de la prestación de su servicio de salud, mientras se resuelve 
si le asiste o no derecho a la pensión de sobreviviente con ocasión al deceso de su padre, 
en caso desfavorable, hasta que se afilie al Régimen Subsidiado, por tratarse de un adulto 
mayor de 67 años, con un estado de salud bastante deteriorado conforme se evidencia en 
la historia clínica aportada, lo que no le permite valerse por sí misma, no tiene hijos que 
la puedan socorrer y ayudar económicamente a solventar sus necesidades. 
 
Frente a la realización de la  valoración médica para determinar su estado de 
discapacidad, a través de la Junta de Calificación de Invalidez de las Fuerzas Militares, 
cabe resaltar que la Corte Constitucional en sentencia T- 258/19 determinó en qué 
consiste el Dictamen de Pérdida de Capacidad Laboral General y Junta Médico-Laboral 
Militar, asimismo, definió los pasos que se deben seguir para la expedición del dictamen 
de pérdida de capacidad laboral, así: 
                                                           
4 Sentencia T-456 de 2007. M.P. Álvaro Tafur Galvis.  
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“La sentencia T-165 de 2017 definió los pasos que deben seguirse para la expedición del dictamen de 
pérdida de capacidad laboral:  

 
- Diagnóstico definitivo de la situación del paciente, el cual siempre es posterior a un tratamiento 

que propende por la recuperación o al menos rehabilitación del afectado, en el cual los médicos 
especialistas concluyen que la recuperación o mejoría es improbable. 
 

- Calificación: El diagnóstico al que se ha hecho referencia debe ser remitido a la autoridad que 
para el caso particular tenga la potestad de determinar cuál es el grado de invalidez y el origen 
de ésta y en consecuencia el porcentaje de capacidad laboral que ha sido perdido.  

 
- Objeción: Puede ocurrir que el paciente no esté de acuerdo con el porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral que le fue determinado en la calificación, para lo cual podrá apelar el dictamen 
dentro de los 10 días siguientes a la notificación de éste, para que las Juntas Regionales de 
Calificación de Invalidez sean quienes confirmen o modifiquen la calificación objeto de 
inconformidad. 

 
Con respecto a los integrantes de las Fuerzas Militares, la valoración de la pérdida de capacidad 
laboral es realizada por la Junta Medico-Laboral Militar y se rige por el Decreto 1596 de 2000, el cual 
regula la evaluación de la capacidad psicofísica y la disminución de la capacidad laboral, y aspectos 
sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes administrativos por lesiones, 
de los miembros de la fuerza pública, alumnos de las escuelas de formación y sus equivalentes en la 
policía nacional”.  

 
Bajo ese contexto y de acuerdo con la respuesta emitida por la Dirección General de 
Sanidad Militar, su competencia  corresponde a la Dirección de Sanidad  Naval a través 
del Hospital Naval de Cartagena, entidades que fueron vinculadas y notificadas, sin 
embargo, guardaron silencio respecto de la presente acción de amparo, a pesar de recibir 
notificación mediante oficios No.0111 y 0112 del 2 de febrero de 2021, conforme se 
evidencia en la confirmación en el Correo Institucional del Juzgado. 
 
Asimismo, el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, guardó silencio 
frente a los hechos y pretensiones expuestos en la presente acción constitucional, a pesar 
de haber sido notificadas mediante oficio Nos. No.0113 del 2 de febrero del año en curso, 
conforme se evidencia en la confirmación recibida en el Correo Institucional del Juzgado, 
en consecuencia, el Despacho dará aplicación a la presunción de veracidad establecida en 
el Art. 20 del Decreto 2591 de 1991, que establece: 
 

“Artículo 20. Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo 
correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano (...)” 
 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional en Sentencia T-030 del 2018 reiteró los casos 
en los que se debe aplicar la presunción de veracidad en la siguiente forma: 
 

“Ahora bien, considera la Sala que la presunción de veracidad puede aplicarse ante dos 

escenarios: i) Cuando la autoridad o particular accionado omite completamente dar 
respuesta a la solicitud elevada por el juez constitucional; ii) cuando la autoridad o 
particular da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en el fondo no 
responde al interrogante planteado por el funcionario judicial.” 

 
En ese orden de ideas, y atendiendo a que la señora Carmen Manren Morales Pinto 
ostentó la condición de beneficiaria de su padre fallecido, quien era pensionado del 
Ministerio de Defensa y que presenta un estado de salud bastante delicado debido a las 
patologías diagnosticadas, esto es, epilepsia de difícil control, trastorno de ansiedad y 
síndromes sintomáticos relacionados con localizaciones focales y parciales, se hace 
necesario que la Dirección de Sanidad Naval, lleve a cabo la valoración médica de la 
demandante y determine su grado o porcentaje de discapacidad, pues, es necesaria para 
que la demandante, realice los trámites de la sustitución de la asignación de retiro o de 
la pensión, en su calidad de hija del pensionado fallecido.  
 
En consecuencia, se ordenará a la Dirección de Sanidad Naval a través del Hospital Naval 
de Cartagena, o quien tenga la competencia para ello, que en el término de cinco (5) 
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días contado a partir de la fecha de notificación de la presente sentencia, realice 
valoración médica a la señora Carmen Manren Morales Pinto, a efecto de que determine 
el grado o porcentaje de discapacidad que padece. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales invocados por CARMEN 
MANREN MORALES PINTO, identificada con cédula de ciudadanía N° 45.426.165, 
contra la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-DIRECCIÓN GENERAL DE 
SANIDAD-DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL-HOSPITAL NAVAL DE 
CARTAGENA, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta 
providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD, para que en el término improrrogable de 
cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación del presente fallo, 
proceda a activar el servicio de salud de la señora CARMEN MANREN MORALES 
PINTO, mientras resuelve lo atinente a la sustitución de la asignación de retiro o de la 
pensión de sobrevivientes, en su calidad de hija del pensionado fallecido. 
 
TERCERO: ORDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL-HOSPITAL NAVAL DE CARTAGENA, para 
que en el término improrrogable de cinco (5) días hábiles, contados a partir de la 
notificación del presente fallo, realice valoración médica a la señora CARMEN 
MANREN MORALES PINTO, a efecto de determinar el grado o porcentaje de 
discapacidad que padece.  
 
CUARTO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a las 
partes. 
 
QUINTO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente a la 
H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en el 
artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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